Procuraduría presentó balance sobre seguimiento a Sentencia de la Corte Constitucional en materia de salud

Bogotá, 7 de julio de 2011. La Procuraduría General de la Nación presentó el informe sobre las acciones de seguimiento que realizó el Ministerio Público para que las entidades competentes atendieran las órdenes generales de la Sentencia T-760 de 2008, emitida por la Corte Constitucional como respuesta a las reiteradas violaciones al derecho a la salud y a las dificultades estructurales del Sistema General de Seguridad Social en Salud.
En el documento del informe se reseña que el 28 de octubre de 2008 este organismo de control expidió la Circular 056 en la que ordenó a cuatro de las procuradurías delegadas llevar a cabo acciones oportunas para definir, con base en el contenido de la Sentencia, el cronograma de los vencimientos de las órdenes impartidas y establecer la metodología de trabajo que garantizara la definición de los criterios, el modelo de articulación y la fijación de un cronograma conjunto de seguimiento integral a las disposiciones de la Corte Constitucional. 

Visitas y requerimientos al Ministerio de la Protección Social y a la CRES

El informe hace además referencia a las visitas practicadas al Ministerio de la Protección Social y a la Comisión de Regulación en Salud (CRES), entre el 25 de junio de 2009 y el 21 de abril del presente año, durante las cuales se solicitó información referente al cumplimiento de las órdenes 17 a la 23 de la Sentencia que comprenden: la actualización integral del POS, la periodicidad en la actualización, unificación de planes de beneficios para niñas y niños de los regímenes contributivo y subsidiado, y la adopción de su programa y cronograma.  

Se revela, entre otros aspectos, que el Ministerio de la Protección Social afirmó en el mes de julio de 2009 que para dar cumplimiento a la Sentencia debería, según su afirmación, resolver tres elementos estructurales sometidos al CONPES: el desarrollo institucional del régimen subsidiado, los diferentes planes de beneficios y la falta de universalización.

En la visita practicada el pasado 21 de abril, el Ministerio de la Protección Social le  informó a la Procuraduría que ya se ha unificado el Plan de Beneficios del Régimen Subsidiado con el Régimen Contributivo para la población menor de 18 años y que en el trascurso del 2011 se ampliará la unificación de los Planes de Beneficios para la población mayor de 60 años. 

El documento hace además referencia a los requerimientos presentados por parte de la Procuraduría, entre otros el cursado en septiembre de 2009 relacionado con la intervención del Ministro de la Protección Social para revisar los procesos y procedimientos que confluyen a la integralidad de las acciones en el sistema de recobros, y en el cual advirtió sobre la necesidad de habilitar el cruce frecuente de saldos de cartera con las entidades recobrantes y establecer un nuevo procedimiento del giro por concepto de medicamentos y tutelas. En diciembre del mismo año el Procurador reiteró al Ministro el citado requerimiento, aún sin respuesta.

En el informe se enuncia que continúa también sin respuesta la solicitud cursada el pasado 31 de mayo al Ministro de la Protección Social, en su calidad de Presidente de la CRES, referente al número de sesiones ordinarias y extraordinarias que ha realizado la Comisión, los temas objeto de estudio y las decisiones adoptadas en cumplimiento de lo ordenado por la Corte Constitucional en la  Sentencia T-760 de 2008.

Los conversatorios que se llevaron a cabo en febrero de 2010, relacionados con el Sistema de Seguridad Social en Salud y en especial sobre la Emergencia Social, se reseñan en el citado informe. En ellos se advirtió que cualquier falla o falta de eficiencia en los procedimientos diseñados para el manejo de los recursos, podía llevar al colapso del sistema. 

Este organismo de control ha desarrollado, con la colaboración de las entidades territoriales y de las empresas promotoras de salud, mesas de trabajo que han facilitado la movilización de cuantiosos recursos a favor de los prestadores de servicios de salud, que pueden superar la suma de $600.000.000 millones de pesos y la liquidación efectiva del 80% de los contratos que debían haberse finiquitado desde hace prácticamente una década, y que involucraban importantes recursos contratados y sin liquidar por más de $11 billones de pesos, de 22 departamentos.

El informe finalmente revela que a través de la Procuraduría Segunda Delegada para la Vigilancia Administrativa, mediante auto proferido el 24 de marzo de 2011, inició indagación preliminar por presuntas irregularidades de tipo administrativo en el Ministerio de la Protección Social, referidas a la administración del Fosyga, especialmente respecto al trámite de recobros por parte de las Empresas Prestadoras de Salud.
